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FUNDAMENTOS  

El presente Proyecto de Declaración tiene por finalidad repudiar las 

declaraciones del  Presidente de la Nación Alberto Fernández, quien 

públicamente se manifestó a favor de la excarcelación de presos de los 

diferentes penales, expresando de tal manera que “La cárcel es un lugar de 

concentración humana muy riesgosa, donde el contagio y la contaminación 

pueden darse con mucha facilidad, hay gente que tiene factores de riesgo” 

explicó y recordó que la Comisión Internacional de Derechos Humanos 

recomendó a los países que integran el Pacto de San José de Costa Rica 

atender la situación sanitaria en las cárceles frente al avance de la pandemia. 

“Recomienda desde  detención domiciliaria hasta libertades restringidas, 

como pueden ser las pulseras para tener un control” dijo Fernández en 

declaraciones radiales del día 28 de Abril de 2020. 

Cualquiera fuere la teoría de la pena elegida, absolutas o relativas, 

retributivas o preventivas, las penas se sustentan en la ley y se legitiman en 

su naturaleza social, entrelazando a todos los ciudadanos en la libertad, 

garantizada por el Estado, o en privaciones de la libertad racional y 

legalmente impuestas. En ello se constata la legitimidad y existencia del 

Estado de Derecho que las Naciones Unidas define como ‘un principio de 

gobernanza en el que todas las personas, instituciones y entidades, públicas 

y privadas, incluido el propio Estado, están sometidas a leyes que se 

promulgan públicamente, se hacen cumplir por igual y se aplican con 

independencia, además de ser compatibles con las normas y los principios 

internacionales de derechos humanos. Asimismo, exige que se adopten 

medidas para garantizar el respeto de los principios de primacía de la ley, 

igualdad ante la ley, separación de poderes, participación en la adopción de 

decisiones, legalidad, no arbitrariedad, y transparencia procesal y legal. 

Si se deja de lado a los actores propios del sistema judicial, si se soslayan 

las normas y se toman decisiones judiciales en función a situaciones e 

intereses ajenos al de cada caso en particular, la Argentina se convertiría en 

el ‘país al margen de la ley’ que, sin dudas, deseamos evitar. 

 

En ese sentido, vemos como esta pandemia efectivamente nos está 

convirtiendo en un país al margen de la ley, como es el caso de nuestro 

Presidente al hablar de un tema tan delicado, por ejemplo no pensó en las 

víctimas de delitos, y no nos referimos a pensar en términos sentimentales o 



morales, sino legales, desconociendo la existencia de la Ley Nacional Nº 

27.372 sobre “Derechos y garantías de las personas víctimas de delitos” 

específicamente en su artículo 12 que, entre otras cosas, manifiesta que 

durante la ejecución de la pena, la víctima tiene derecho a ser informada y a 

expresar su opinión y todo cuanto estime conveniente, principalmente en lo 

que se refiere a salidas transitorias, régimen de semilibertad, libertad 

condicional, prisión domiciliaria, prisión discontinua o semidetención, libertad 

asistida, régimen preparatorio para su liberación.  

Por su parte, el artículo 13 expresa que "en los casos referidos en el artículo 

anterior, si la gravedad del hecho que motivó la condena y las circunstancias 

del caso permitieran presumir peligro para la víctima, la autoridad deberá 

adoptar las medidas precautorias necesarias para prevenirlo" 

Por otro lado, la Ley Nacional N° 24.660 “Ejecución de la Pena Privativa de la 

Libertad” estipula y deja en claro las pautas y condiciones necesarias para 

llevar a cabo lo que conlleva la salidas transitorias. Dicha ley en el artículo 12 

establece que el régimen penitenciario aplicable al condenado se caracteriza 

por su progresividad. Esta característica habla de una serie de pasos a 

seguir para llegar a este beneficio que se le da a los condenados. Y que 

ninguna de las declaraciones del Presidente y sendos funcionarios 

nacionales se manifestó que se lleven como dice la ley ya mencionada, 

dejando en claro que está generando un atropello a las leyes penales de la 

nación argentina. 

Asimismo, no estamos ajenos a la crisis en la que se encuentra el Sistema 

Penitenciario Argentino, y las condiciones bajo las cuales están alojados los 

presos en sus respectivos centros de detención. El artículo 18 de la 

Constitución Nacional establece que las “cárceles de la Nación serán sanas y 

limpias, para seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ellas”. En 

el mismo sentido, retomando las disposiciones de la Ley Nacional Nº 24.660, 

en su primer artículo se manifiesta que “la ejecución de la pena privativa de 

la libertad, en todas sus modalidades, tiene por finalidad lograr que el 

condenado adquiera la capacidad de respetar y comprender la ley, así como 

también la gravedad de sus actos y la sanción impuesta, procurando su 

adecuada reinserción social, promoviendo la comprensión y el apoyo de la 

sociedad, que será parte de la rehabilitación mediante el control directo e 

indirecto”, todo ello en concordancia con la legislación internacional en 

materia de Derechos Humanos constituyen un sistema normativo claro, que 

no deja lugar a dudas de cuales son las funciones de las instituciones 

penitenciarias.  



Sin embargo, las declaraciones del Presidente de la Nación también resultan 

llamativas en ese aspecto, como si se encontrara enajenado o quisiera 

hacerse el desentendido respecto a sus deberes como representante del 

Poder Ejecutivo, dado que es un DEBER INDELEGABLE del Estado 

Nacional garantizar la plena observancia de los derechos y garantías 

constitucionales de las personas privadas de la libertad.  

Es en ese desentendimiento de los deberes del Poder Ejecutivo que se 

encuentra el origen de la problemática que hoy nos convoca, las masivas 

solicitudes de prisión domiciliaria son una consecuencia de la crisis del 

Sistema Penitenciario, que vulnera sistemáticamente toda normativa vigente 

A la situación antes descripta, debemos sumarle una situación que no es 

menor, lo referido con los mecanismos de control de las excarcelaciones o 

prisiones domiciliarias, la falencia en cuanto a fijar un orden preferencial y no 

excluyente de asignación de dispositivos que asegure la incorporación al 

Programa de Asistencia de Personas bajo Vigilancia Electrónica a personas 

que se encuentren en particulares condiciones de vulnerabilidad, ya antes de 

la declaración de la emergencia sanitaria a raíz de la pandemia por el 

COVID-19, el Servicio Penitenciario tenía un faltante de tobilleras y pulseras 

electrónicas para el control de que salían de las cárceles con distintos 

beneficios, y en la actualidad con las sugerencias de retirar de las prisiones a 

cientos de internos que se encuentran entre los grupos de riesgo, el 

problema se agravó.  

Sinceramente, desde el bloque de la Unión Cívica Radical anhelamos que 

esta crisis sirva para que las autoridades inicien finalmente el camino hacia la 

construcción de más y mejores cárceles, sanas y limpias para seguridad y no 

para castigo, sin demagogia, sin políticas de “parches”, y mucho menos 

intentando vaciarlas artificialmente, dejando de lado la larga y encomiable 

labor de los actores propios del proceso penal en miles de causas judiciales. 

Por todo lo expuesto precedentemente, solicitamos a nuestros pares el 

acompañamiento del presente Proyecto de Declaración.  

 

 

 

 



LA CAMARA DE DIPUTADOS 
DE LA PROVINCIA DE CATAMARCA 

SANCIONA CON FUERZA DE 
DECLARACION 

 
ARTÍCULO 1.- Declárase el más enérgico repudio a las declaraciones del 

Presidente de la Nación Dr. Alberto Fernández, en las cuales se manifiesta a 

favor de las excarcelaciones o prisiones domiciliarias en el contexto de la 

emergencia sanitaria derivada de la pandemia del virus COVID-19.  

 
ARTÍCULO 2.-  Determínese la importancia para este cuerpo de la difusión 

de lo planteado en la presente Declaración. 

 

ARTÍCULO 3.- Cúrsese, mediante nota de estilo, copia certificada de la 

presente Declaración con sus respectivos fundamentos, al Presidente de la 

Nación, a la Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación, al Ministerio de 

Justicia y Derechos Humanos de la Nación, y a la Corte Suprema de Justicia 

de la Nación. 

 

ARTÍCULO 4.-  De forma.- 

 

FIRMAN: BLOQUE UNION CIVICA RADICAL.- 

 

 

 

 


